PROYECTO   DE   COMUNICACIÓN

La CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE SANTA FE vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo que corresponda, proceda a:

1º - Tomar los recaudos pertinentes para aplicar textualmente las disposiciones de la Ley 9.432, ante la proximidad del pago del sueldo anual complementario correspondiente al primer semestre del año en curso.

2º - Ordenar se verifique el cumplimiento de la citada Ley desde 1995 en adelante, y para la eventualidad que las liquidaciones del sueldo anual complementario no se hubieren ajustado a las disposiciones de la misma, se proceda a liquidar las diferencias que surjan a favor de los empleados públicos.

Señor Presidente:

Con el advenimiento de la democracia en el ´83, el novel gobierno sanciona la Ley 23.041, en cuyo Artículo 1º se establece que “el sueldo anual complementario en la actividad privada, Administración Pública Central y descentralizada, empresas del Estado, empresas mixtas y empresas de propiedad del Estado, será pagado sobre el cálculo del 50% de la mayor remuneración mensual devengada por todo concepto, dentro de los semestres que culminan en los meses de junio y diciembre de cada año”, mientras el Artículo 2º declaraba “de orden público las prescripciones” citadas.

El 2 de marzo del ´84, la Legislatura santafesina recepta dicha iniciativa y sanciona la Ley Nº 9.432, en cuyo Artículo 1º dispone que “el sueldo anual complementario en la Administración Pública Central y Organismos Descentralizados, será abonado sobre el cálculo del 50% de la mayor remuneración mensual devengada por todo concepto dentro de los semestres que culminan en los meses de junio y diciembre de cada año”.

En su Decreto reglamentario (Nº 2.592/84), al aclarar sobre la “proporcionalidad” del aguinaldo sobre el tiempo trabajado, se abunda afirmando que la misma “deberá efectuarse sobre el total de las retribuciones”.

Así, la norma resulta de absoluta claridad, e impone al Gobierno de la Provincia como patronal, liquidar el aguinaldo a su personal sobre la totalidad de la remuneración, sin exclusión de ítems, rubro o concepto alguno en la constitución de la paga mensual.

Sin embargo, al aplicarse las políticas menemistas en la provincia – con congelamiento salarial y Decretos que subvertían el ordenamiento jurídico incluídos –, se dictaron algunos Decretos (1086, 1087, y 1566, de abril y mayo de 1992), por los cuales se iniciaron los pagos de porciones salariales en negro como “asignación especial no remunerativa no bonificable de emergencia” que, en la concepción reaccionaria de los que los suscribían, “no constituye la base de cálculo para ningún adicional, suplemento y/o compensación vigente o a crearse”, y – por ende – podría excluirse como componente “remunerativo” a la hora de liquidar el aguinaldo, los aportes sociales, o de calcular el beneficio jubilatorio.

Esa concepción lesiva a los derechos de los trabajadores, pretendió ser disimulada en el invierno del ´92, cuando el Gobierno dicta el Decreto 1757, por el que, reconociendo “que en la composición de las remuneraciones” existen “conceptos no remunerativos” (¡!), se dispone otorgar una “Asignación Extraordinaria no Remunerativa”, “que compense la pérdida que ocasiona la no inclusión de los conceptos no remunerativos en la determinación del citado beneficio” (aguinaldo), la que “resultará de aplicar el coeficiente 0,5 (cinco décimos), al concepto no remunerativo” de un mes, con lo cual se estaría reconociendo un aguinaldo equivalente al 10%, el que – daría la sensación – no respondería a un derecho amparado por la Constitución y la Ley, sino a una dádiva concedida por una especie de señor feudal a cargo de la conducción del Estado.

Con la misma letra, se dictaron los Decretos 4195/92, 1557/93, 3728/93, 1739/94 y 3816/94.

Desde entonces, se ha generalizado esta pervertida práctica de la “recomposición salarial en negro”, manifiestamente al margen de la ley escrita y de los más elementales principios éticos que debe sostener un Estado democrático que, se supone, no debería tener otra inspiración más que el respeto irrestricto de los derechos humanos, entre los cuales emergen, significativamente, los derechos de sus propios trabajadores.

En ese marco conceptual, también se impone el no menos irrestricto acatamiento a la ley, en este caso, la citada en el primer párrafo, que ordena un cálculo para la liquidación del sueldo anual complementario que, a juzgar por los reclamos de los trabajadores del Estado, se habría estado vulnerando en los últimos diez años.

En razón de ello, damos ingreso a este Proyecto, solicitando al Poder Ejecutivo con la suficiente antelación, la observancia de la Ley ante la inminente liquidación del aguinaldo correspondiente al primer semestre del año en curso, como asimismo proceda a verificar su cumplimiento en las liquidaciones del beneficio durante los últimos diez años, para proceder en consecuencia.
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